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 Radicación Nro.

:
66001-31-05-001-2009-00015-01

Proceso


: 
ORDINARIO LABORAL

Demandante

:
HUMBERTO DE JESÚS ARIAS LOAIZA

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
3º Laboral del Circuito de Pereira 

Providencia

:   
Sentencia de 2° instancia

Tema                            :
INCREMENTO PENSIONAL: Para acceder al beneficio de incrementos pensionales por cónyuge a cargo, el interesado debe probar la calidad que aduce, esto es, que se encuentra casado, lo cual debe hacer con original o copia auténtica del registro civil de matrimonio.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Acta Nro. 0121
En Pereira (Risaralda), a los dieciocho (18) días del mes de diciembre del año dos mil nueve (2009), siendo las diez y cincuenta minutos de la mañana (10:50 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó. En asocio del señor Secretario Ad-hoc Javier Andrés Roa López, se declara abierto el acto y la Sala se constituye en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor HUMBERTO DE JESÚS ARIAS LOAIZA en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 10 de septiembre de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones.


Que  se condene al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar a favor del señor Humberto de Jesús Arias, el incremento pensional del 14% sobre la pensión mínima a partir del 1° de marzo de 2003,  por tener a su cargo a su cónyuge la señora Rubiela Giraldo Muñoz, incluyendo las mesadas adicionales de junio y diciembre, los intereses moratorios y las costas del proceso.

2. Hechos Relevantes

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El actor a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 001664 de febrero de 2008, le fue reconocida la pensión de vejez por parte del Instituto de Seguros Sociales, en aplicación del régimen de transición, no obstante lo anterior, no le fue reconocido el incremento del 14% por persona a cargo.
Que convivió en unión marital de hecho con la señora Rubiela Giraldo Muñoz desde el año 1972 hasta 1990, puesto que en esa época contrajeron  matrimonio católico.
Que la señora Rubiela Giraldo Muñoz no percibe ningún tipo de ingreso, nunca ha realizado labores distintas a las del hogar, lo que la hace totalmente dependiente económicamente de su cónyuge. 

Que le asiste derecho al incremento de 14% sobre la pensión mínima, por tener a cargo a su cónyuge.



Que el 07 de abril de 2008, presentó recurso de reposición contra la resolución por medio de la cual fue reconocida la pensión de vejez, en el que solicitó el incremento por tener a su cónyuge a cargo, el cual fue despachado desfavorablemente mediante Resolución N° 4505 del 23 de mayo de 2008, con el argumento que con la entrada en vigencia la Ley 100 de 1993, desaparecieron los incrementos pensionales y solo subsistirá ese derecho para las personas que lo hayan adquirido con anterioridad a esta nueva norma.   



Que mediante Resolución N° 2311 del 28 de noviembre de 2008 la entidad en respuesta al recurso de apelación manifestó que el reconocimiento del beneficio reclamado, no se encuentra consignado en la Ley de Seguridad Social, y que no puede otorgársele, toda vez que la pensión fue reconocida a partir del 1° de marzo de 2003, fecha posterior a la entrada en vigencia de la ley. 



Que el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, otorga el beneficio de los incrementos pensionales, norma que no ha sido derogada, modificada ni subrogada por ninguna otra posterior, por lo tanto tiene plena vigencia.



Manifiesta finalmente que se encuentra agotada la vía administrativa.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
El instituto demandado dentro del término legal otorgado para el efecto, contestó la demanda aceptando la calidad de pensionado del demandante, en aplicación del Acuerdo 049 de 1990, manifestó que los hechos relacionados en la demanda relacionados con la condiciones y calidades del actor son ajenos a su conocimiento y finalmente expuso que no está obligado al reconocimiento del beneficio reclamado porque la norma que los consagra se encuentra derogada. Se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la misma y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “INEXISTENCIA DE NORMA QUE RECONOZCA EL DERECHO AL PAGO DEL INCREMENTO PENSIONAL POR PERSONA A CARGO”, “PRESCRIPCIÓN” y “GENÉRICAS”.
III.  LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia apelada en la que resolvió negar  todas las pretensiones de la demanda formulada por el señor Humberto de Jesús Arias Loaiza contra el Instituto de Seguros Sociales, argumentando que a pesar de que el accionante reúne los requisitos contenidos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado mediante Decreto 758 del mismo año, para acceder al incremento pensional del 14% por cónyuge a cargo, en virtud del régimen de transición reconocido por la entidad mediante Resolución N° 001664 del 28 de febrero de 2008, no quedó demostrado el vínculo matrimonial, porque la prueba de la calidad de cónyuge con la persona a su cargo no obra en el plenario, pues es él quien tiene la carga de probar la calidad o condición que alega de acuerdo con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil en concordancia con el artículo 1757 del Código Civil.

IV. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que la Juez debió fallar favorablemente a lo pretendido en la demanda, esto es si no existía prueba del vínculo matrimonial, con las declaraciones de los testigos, si existe prueba de la convivencia continua e interrumpida entre el pensionado y la persona a cargo, pues sólo se tuvo en cuenta esta falencia hasta después de haberse tramitado todo el proceso, pasando inadvertida la falta del registro civil de matrimonio al momento de la admisión de la demanda, lo que desconoce el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal consagrado en el artículo 228 de la Constitución  Política. 

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:
a. ¿Se puede reconocer el derecho a incrementos por cónyuge a cargo, aunque el interesado no allegue la respectiva prueba del vínculo matrimonial que aduce como fundamento para deprecar el reconocimiento de ese derecho?


El artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge e hijos menores de edad, respectivamente, para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. 
Dice la norma aludida: 

“Artículo 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ. Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

(…) 

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.”


En el caso de marras, se encuentra probada la calidad de pensionado del promotor del litigio así como que lo fue bajo los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, en aplicación del régimen de transición, por lo que es procedente el análisis de su situación bajo esta normatividad, y exactamente determinar si es procedente el reconocimiento del incremento pensional por tener a cargo a su cónyuge.


Del contenido de la norma transcrita se colige que son dos los requisitos que debe acreditar el demandante para que le sea reconocido el incremento pensional del 14%, esto es que tenga cónyuge y que éste dependa económicamente de el, de manera que si falta tan sólo uno de los dos, no sería posible acceder al reconocimiento del beneficio deprecado.

Adentrándonos en el análisis del cumplimiento de los anteriores requisitos y más exactamente el primero de ellos, esto es, la existencia del vínculo matrimonial que aduce tener el demandante con la señora Rubiela Giraldo Muñoz, encuentra esta Sala que brilla pero por su ausencia copia auténtica del registro civil de matrimonio –documento idóneo para probar tal hecho-, donde conste fidedignamente la existencia del vínculo matrimonial invocado por el actor.

De acuerdo con lo anterior, la parte actora no cumplió con la obligación de probar los fundamentos de hecho en que funda sus pretensiones conforme lo señala el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, es decir, el demandante no probó su estado civil –casado- para poder conseguir el incremento del 14% sobre la pensión mínima, por lo que debe acarrear con las consecuencias adversas que le genera esa omisión, esto es, con la negación del derecho.

Y no son admisibles los argumentos expuestos en la alzada, relacionados con que la a-quo debió decretar de oficio la prueba omitida, porque se haría ostensible la parcialidad del juez, en tanto se estaría subsanando o supliendo el deber de una de las partes que no actuó en el momento procesal oportuno, en clara vulneración del derecho de la contraparte; dichas facultades, consagradas en la ley –artículo 54 del C.P.T.S.S.-, son pertinentes cuando, a juicio del juez, son indispensables para el completo esclarecimiento de los hechos controvertidos; de manera alguna puede entenderse dicha facultad discrecional como la forma de llenar los vacíos probatorios que corresponde llenar a las partes interesadas, porque en tal evento, se repite, actuaría el juez con parcialidad respecto de la otra parte en contienda. En otras palabras, no es el juez el llamado a suplir las falencias probatorias de las partes.     


Tampoco puede decirse que las declaraciones de los testigos escuchadas a instancia de la parte actora, pueden suplir la prueba documental, que se itera, omitió la parte demandante aportar al proceso, porque según el Decreto 1260 de 1970, el único medio idóneo para demostrar el vínculo matrimonial es el registro civil de matrimonio con las formalidades allí definidas; mucho menos pensar que a falta de la prueba respecto de la calidad de cónyuge, se admita por lo menos que entre los señores Arias y Giraldo existía una comunidad de vida continua e interrumpida y con base en esa situación acceder al incremento, porque aunque así se admitiera no puede olvidarse que la pretensión estaba encaminada al reconocimiento del incremento pensional por cónyuge a cargo y no por compañera permanente a cargo, motivo que impide reconocer el derecho en esos términos.

Razones más que suficientes para confirmar la decisión proferida por la funcionaria de primera instancia.

En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 10 de septiembre de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por el señor HUMBERTO DE JESÚS ARIAS LOAIZA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad-hoc
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